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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 719/2020-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DE LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL GOBIERNO DEL ESTADO Y OTRA.
MAGISTRADA:

LICENCIADA MA. EUGENIA REYNA MASCORRO
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR.
San Luis Potosí, S.L.P., treinta de noviembre de dos mil veintiuno.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 719/2020-3, promovido por el C. **********contra actos del Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado, de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y de la Inspectora adscrita a la Dirección General de Comunicaciones y Transportes del Estado de nombre Omar Hernández Alvarado; y,
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha veinte de octubre de  dos mil veintiuno, compareció el C. **********demandando a las siguientes autoridades; la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, al Director General de Comunicaciones y Transportes de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado, y al Inspector de nombre Omar Hernández Alvarado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes; por la nulidad del siguiente acto: Acta de Retiro de Vehículo No de folio 00023 Concesionario/ NO Permisionario de Fecha 28 de Septiembre del año dos mil veinte, y el Secuestro y/o Retiro de Circulación del vehículo **********, así como sus consecuencias jurídicas.
II.- Por auto de fecha doce de noviembre de dos mil veintiuno, se admitió a trámite la demanda, se advirtió la existencia de un tercero interesado la persona moral denominada “**********se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas y tercero, para que contestaran y se apersonara dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
III.-Por auto de fecha diez de marzo de dos mil veintiuno, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía; admitiéndose las pruebas de las partes; en cuanto al Tercero Interesado se le tuvo por no apersonándose a juicio, quien deberá soportar los efectos o consecuencias derivadas de la resolución definitiva que se dicte en su oportunidad, se admitieron las pruebas ofrecidas
IV.- Substanciado el procedimiento, con fecha veinticinco de octubre de dos mil veintiuno, se fijó fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

V.- Con fecha veinticuatro de noviembre de dos mil veintiuno, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la inasistencia de las partes; por otra parte el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos; en etapa de alegatos se dio cuenta de que no fueron formulados por ninguna de las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad del Poder Ejecutivo de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la presentación de los actos impugnados que obran en fojas 11 y 12 de este sumario; documentales públicas que hacen prueba plena para acreditar lo inserto en ellos, conforme lo establecido en  los artículos 72 fracción I, 74, 91 y 100, del Código Procesal Administrativo para el Estado, al haberse expedido por servidores públicos, en el ejercicio o desempeño de sus respectivas funciones y en virtud de que no fueron objetadas por las demandadas en este juicio.

La personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, quedó acreditada con las copias certificadas de sus respectivos nombramientos que acompañaron a sus escritos de contestación de demanda, que obran en fojas 47 a la 50 de este expediente, conforme a lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En cuanto al Tercero Interesado, **********por auto de fecha diez de marzo de dos mil veintiuno, se le tuvo por no apersonándose a juicio, señalándose que deberá soportar los efectos o consecuencias.

Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74, 91 y 100, del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones, sin haberse objetado por las partes.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, en su escrito inicial de demanda, se hace consistir en la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos: El Acta de Retiro de Vehículo No de folio 00023 Concesionario/ NO Permisionario de Fecha 28 de Septiembre del año dos mil veinte, y el Secuestro y/o Retiro de Circulación del vehículo propiedad del actor **********, así como sus consecuencias jurídicas.

Documentos que fueron exhibidos por el accionante conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
La parte actora, ofreció como medios probatorios en su escrito inicial de demanda para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, la Presuncional y de Actuaciones, así como las copias certificadas visibles en fojas 11 a la 15 de este sumario, que se detallan: Acta  de Inspección de vehículo de transporte de pasajeros sin autorización del poder ejecutivo del estado para la prestación del servicio con número de folio 00023 de fecha 28 de septiembre de 2020, levantada por el Inspector adscrito a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado; copia certificada de la Factura del vehículo materia de esta controversia, expedida a favor del actor por **********del vehículo materia de esta controversia; Inventario de Vehículo ********** emitido por **********; Copia de la credencial del Instituto Nacional Electoral a nombre de la parte actora.
Por su parte las diversas autoridades demandadas acompañaron para acreditar sus excepciones las siguientes pruebas; la Instrumental de Actuaciones y la Presuncional legal y humana; y las Documentales públicas certificadas que obran en fojas 47 a la 50 de este sumario, consistentes en: Copia certificada del nombramiento que les fue otorgado; Oficio SCT/DGT/696/20, en el que se instruye al inspector funciones de vigilancia, inspección y aplicación de medidas de seguridad.
Documentales públicas antes citadas, que adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, porque fueron expedidas por servidores públicos en ejercicio de sus funciones, acreditando lo inserto en ellas.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

 “CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. ...”

En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas, al producir su respectiva contestación, opusieron las siguientes excepciones y defensas de “Sin acción y sin derecho”, “Inaplicabilidad de los preceptos legales invocados” y “Falsedad”, y las que deriven del cuerpo de su escrito de contestación de demanda, las cuales basa en que el acto cumple con los elementos establecidos en el artículo 167 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y que el actor invoca preceptos legales que no son aplicables, así como el actor altera la verdad de los acontecimientos que sustentan la demanda. A ese respecto, cabe señalar que dicho argumento es un razonamiento que involucra cuestiones que son materia de análisis del fondo del  juicio, estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora.

Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación, que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 6 a la 9 de este sumario, argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Determinado lo anterior, antes de entrar al estudio de fondo de los conceptos de impugnación que hace valer la demandante, es obligación de esta Sala Unitaria analizar y resolver sobre la competencia de la autoridad que emitió el acto impugnado, misma que es controvertida en el concepto primero de su escrito inicial de demanda ya que es un presupuesto procesal cuyo estudio es de oficio y es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, conforme lo ordenado en el artículo 250 fracción I y penúltimo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra dice:

“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:
“…I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;…”
“… La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución...”

 [Énfasis añadido]

Asimismo resulta aplicable a lo anterior, la Tesis Aislada del Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, publicada el veintiuno de febrero de dos mil catorce en el Semanario Judicial de la Federación, que se localiza de acuerdo con los datos y rubro siguientes: Época: Décima Época, Registro: 2005663, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III, Materia(s): Administrativa, Tesis: XII.2o.2 A (10a.), Página: 2300, que establece:

“CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL ESTUDIO DE LOS RELACIONADOS CON LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA ES PREFERENTE SOBRE LOS QUE PLANTEAN VICIOS FORMALES Y DE PROCEDIMIENTO, Y PREVIO AL DE LOS QUE CONTROVIERTEN EL FONDO DEL ASUNTO. El artículo 51, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece, como causa de ilegalidad, la incompetencia del funcionario que haya dictado la resolución impugnada, ordenado o tramitado el procedimiento del que ésta deriva, la cual se refiere a un presupuesto esencial de validez de todo acto de autoridad, cuyo estudio es preferente, por referirse a una cuestión de orden público. Esta relevancia ha sido destacada por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al determinar que la actualización de la hipótesis señalada produce la nulidad lisa y llana del acto controvertido. Por tal motivo, los vicios formales o de procedimiento establecidos en las fracciones II y III del artículo mencionado, cuya actualización produce una nulidad para efectos, no generarán un mayor beneficio al actor que el obtenido por aquella nulidad lisa y llana. Por otra parte, del penúltimo párrafo del propio precepto, a partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010 en que se adicionó, se advierte que, cuando concurran conceptos de anulación relativos a la incompetencia de la autoridad, con otros relativos al fondo del asunto, se privilegiará, en primer orden, el estudio de aquéllos, pues, de resultar fundados, su análisis se justifica en atención a que el fin perseguido es determinar si alguno de ellos genera un mayor beneficio al actor que el alcanzado por la incompetencia de la autoridad. En estas condiciones, se concluye que siempre que concurran en el juicio contencioso administrativo conceptos de impugnación relacionados con la competencia de la autoridad demandada, por su propia naturaleza, su estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, porque el mayor beneficio que ello puede producir, guarda relación con la nulidad lisa y llana que se hubiera alcanzado, en su caso, por la incompetencia de la autoridad.".- Amparo directo 442/2013. Operadora de Personal de Casa Ley 50, S.A. de C.V. 29 de noviembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Morones Dávalos, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: María del Socorro Avendaño Núñez.”

Y sobre la facultad de analizar oficiosamente la competencia de la autoridad emisora del acto o resolución; deviene, de la Jurisprudencia de la Novena Época,  Registro: 174777,  Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  Tomo XXIV, Julio de 2006,  Materia(s): Administrativa,  Tesis: 2a./J. 99/2006,  que dispone: 

“COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO DE NULIDAD. DEBE ANALIZARSE EN TODOS LOS CASOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (cuyo contenido sustancial reproduce el artículo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), establece que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada, así como la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. En esa virtud, se concluye que el Tribunal citado debe, en todos los casos, examinar esos aspectos y declarar que la resolución no adolece de alguno de ellos, lo cual no requiere de consideraciones exhaustivas, o bien, que en el caso se surte la causal de nulidad correspondiente, expresando, entonces sí, de manera fundada y motivada, las consideraciones que den sustento a su decisión.- 

[Énfasis añadido]
 Así las cosas, se procede a examinar la competencia de la autoridad en forma concatenada con las diversas constancias y probanzas ofrecidas  por  las partes que obran en autos de este procedimiento.

Concepto de impugnación, que en la parte que interesa refiere lo siguiente:

“PRIMERO.- Violación a lo regulado por los artículos 164, fracciones I, II, V y VI, 165, fracciones I y 11, mismos que tienen relación directa con el numeral 250, y además conducentes o relativos del Código de la Materia; y la que la fundamentación que utiliza la demandada, dentro del Acta de Retiro de Vehículo Folio No. 0003 No Concesionario /No permisionario, respectivamente se advierte que la Ley en mención carece de fundamentación dentro de su articulado  para retirar de circulación el citado vehículo a inspector de la demandada y solo limita y enuncia  lo siguiente: (…).”
Del estudio del concepto de impugnación citado, se determina que resulta fundado y suficiente para determinar la ilegalidad de los actos impugnados.
Toda vez que se advierte que el Inspector adscrito a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, que realizó la diligencia de inspección contenida en el Acta de Inspección de vehículo de transporte de pasajeros sin autorización del poder ejecutivo del estado para la prestación del servicio,**********que constituye el acto reclamado, no acreditó en el acto de molestia, la fundamentación y motivación de la competencia material y las facultades con que contaba, para determinar como sanción el retiro de circulación del vehículo propiedad del hoy actor, de quien le fue atribuida una actividad prevista en la Ley de Transportes Público del Estado.

Lo anterior es así, siendo que se desprende del Acta en comento, que obra en fojas 23 y 24 de este sumario, que constituye el origen de los actos impugnados; contraviene uno de los principios fundamentales previstos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual dispone en su primer párrafo que nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de un mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento, esto es, el principio que consagra las garantías y los derechos humanos de legalidad y seguridad jurídica. 
En efecto, derivado de dicho precepto constitucional, tenemos que todo acto dictado en agravio de los particulares deberá emitirse por autoridad dotada de competencia legal para ello, esto porque, en un sentido jurídico general, la competencia es la aptitud o potestad asignada legalmente a un órgano de autoridad para actuar con plena validez en determinado sentido, es decir, el conjunto de facultades otorgadas por la ley a las autoridades para que su actuación se vea comprendida dentro de esa esfera de atribuciones, abarcando su esfera territorial, material  y por grado, aspecto que encuentra su fundamento en el invocado artículo 16 de la Constitución Federal, numeral que se refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos; la que se vincula con el contenido del artículo 14 Constitucional, que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deberán sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida y con anterioridad al hecho que generó el acto autoritario.

Por tanto, la formalidad de fundar en el acto privativo o de molestia la competencia de la autoridad que lo suscribe, constituye un requisito esencial del mismo; toda vez que la eficacia o validez de dicho acto dependerá de que haya sido realizado por el órgano de la administración de que se trate, dentro del respectivo ámbito de sus atribuciones, regidas por una norma legal que le autorice ejecutarlas; competencia que debe estar fundada y motivada, al constituir tanto elemento  como  requisito de todo acto administrativo, según lo exigen los artículos 164 fracciones I y V y 165 fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; que a la letra refieren:

 “Artículo 164. Son elementos del acto administrativo. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables; V. Estar fundado y motivado;...” 

 “Artículo 165. Son requisitos del acto administrativo. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;
“…II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;...”

Entonces, para respetar los principios de legalidad y seguridad jurídica tutelados por los citados preceptos constitucionales, es necesario que en el mandamiento escrito que contenga el respectivo acto de autoridad se mencionen con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor la facultad para aplicar la ley de la materia y la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado, atendiendo a los diversos criterios competenciales, originaria o delegada, material, territorial o por grado.

Ahora bien, por lo que hace al acto impugnado en el presente juicio, se obtiene de su texto, que la autoridad demandada, que efectuó el Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario en análisis, ordenó como sanción el retiro de circulación del vehículo propiedad del actor,**********sin que la autoridad emisora del acto, hubiera justificado las facultades que le permitieron aplicar dicha sanción, pues en dicha acta no se menciona ningún ordenamiento legal relativo a la competencia, atribuciones y facultades del inspector demandado, aplicable al caso concreto, circunstancia que consta en  fojas 11 y 12 de este sumario.

En efecto, si bien es cierto, que en el acto impugnado se señalan algunos artículos y ordenamientos legales, también lo es, que ninguno de ellos se refiere a la fundamentación de la competencia de la autoridad que lo emitió; según se aprecia en la parte que se  transcribe, que dice:

“En el municipio de San Luis Potosí, S.L.P., siendo las 16:15 horas del día 28 del mes de septiembre del año 2020, el suscrito Omar Hernández Alvarado, mi carácter de Inspector autorizado por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de acuerdo al Gafete con número __ expedido por Fernando Chávez Méndez, Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado, y de acuerdo al oficio de asignación número SCT/DGCT/536/20, de fecha 01 de septiembre  2020  (…), que suscribe Ricardo Guevara Briones, Director General de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, conforme a lo dispuesto por el artículo 12 fracciones XXXV y XXXVII del Reglamento Interno de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes vigente en el Estado, procedo a formular la presente acta de acuerdo a los siguientes hechos: (…)
“…De acuerdo a los hechos anteriormente descritos, se le informa al C. (…), que se encuentra infringiendo lo dispuesto por los artículos 30 y 32 de la Ley de Transporte Público vigente en el estado, que a la letra establecen: 

“ARTICULO 30. Los propietarios o conductores de vehículos particulares no podrán por sí o por conducto de terceros, directa o indirectamente prestar servicio de transporte a terceros a título oneroso en contravención a esta ley o a las disposiciones de carácter general aplicable.
“ARTICULO 32.- Para efectos de esta ley y sus ordenamientos reglamentarios, constituye servicio público de transporte de pasajeros o de carga exclusivamente el que se realizan las personas físicas o morales al amparo de una concesión o permiso expedido por las autoridades competentes, en los términos que en la misma se señalan.
En consecuencia son aplicables las sanciones expuestas en los artículos 109 fracción I, y 132 de la Ley de Transporte Público vigente en el Estado, que corresponden a lo siguiente:
“ARTICULO 109.- Son causas de retiro de los vehículos de la circulación, para su depósito en aquéllas áreas que determine la Secretaría, las siguientes: I. No contar con la concesión o el permiso para realizar el servicio público de transporte, según corresponda.
“ARTICULO 132.- Asimismo se hará acreedor a una multa de trescientas a quinientas unidades de medida y actualización vigente, a quien ofrezca el servicio de transporte público en cualquier modalidad, careciendo de concesión o permiso otorgados por el Ejecutivo del Estado. 

De igual forma, y con fundamento en los dispuestos en el artículo 126 del Reglamento de la Ley de Transporte Público vigente en el Estado, que a la letra establece: 

“ARTICULO 126.- Los vehículos que sean retirados de la circulación por cualquiera de las causas enumeradas en el artículo 109 de la Ley, se depositarán en los lugares autorizados que se dispongan para ese fin por la Secretaría, en la inteligencia de que los gastos derivados de estas acciones y demás adeudos serán cubiertos íntegramente por los prestadores del servicio, los cuales adquirirán el carácter de crédito fiscal.”

De lo  transcrito se aprecia que la autoridad emisora del acto impugnado, menciona los numerales 30, 32, 109 fracción I y 132 de La Ley de Transporte Público en el Estado, indicándose que el citado artículo 32 define como servicio público de transporte de pasajeros o de carga exclusivamente el que realizan las personas físicas o morales al amparo de una concesión o permiso expedido por las autoridades competentes, asimismo, indica el precepto referido que en consecuencia, son aplicables las sanciones expuestas en los artículos 109 fracción I y 132 de la Ley de Transporte Público vigente en el Estado, que corresponden a las causas de retiro de vehículos de la circulación, para su depósito en aquéllas áreas que determine la Secretaría, el no contar con la concesión o permiso para realizar el servicio público de transporte, según corresponda; de igual manera el numeral 132 establece que se hará acreedor a una multa de trescientas a quinientas unidades de medida y actualización vigente, a quien ofrezca el servicio de transporte público de cualquier modalidad, careciendo de concesión o permiso otorgados por el Ejecutivo del Estado, y el artículo 12 fracciones XXXV y XXXVII del Reglamento Interior de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, aquí demandada, establece las atribuciones que corresponde al Titular de la Dirección General de Comunicaciones y Transportes, no así el inspector demandado, que elaboró el Acta Retiro de vehículo no concesionario/no permisionario e impuso la sanción consistente en retirar  de la circulación el vehículo propiedad de la parte actora; pues tales atribuciones consisten en designar inspectores y facultarlos para la imposición de infracciones por violaciones a la ley; así como, imponer las sanciones administrativas y ordenar la detención de unidades particulares que prestan el servicio de transporte público sin contar con la concesión o permiso correspondientes: lo que por supuesto, no le corresponde aplicar o imponer, al señalado inspector.

Además, de lo anteriormente señalado, se desprende que el Inspector de referencia, cita al inicio del acta un gafete y un oficio que lo acreditan, pero de ninguna manera expone el sustento legal de su competencia  en caso de que en dicho oficio se le hubiere delegado; por lo que al respecto, habrá de estarse a lo ordenado por el artículo 166 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que exige la publicación en el Periódico Oficial del Estado de cualquier acuerdo delegatorio de facultades, para que surta efectos contra terceros; y también, se advierte que una vez que formuló el acta de referencia, de acuerdo a los hechos narrados en la misma, hace constar que  se informa al operador de la unidad, que se encontraba infringiendo lo dispuesto por los artículos 30 y 32 de la Ley de Transporte Público vigente en el Estado, los que se encuentran transcritos en el acta impugnada, además de los artículos 109 fracción I y 132 de la Ley de Transporte Público vigente en el Estado y hace del conocimiento, que el vehículo en cuestión, se encontraría en depósito de guardia y custodia en la pensión de nombre ********** levantándose el inventario correspondiente al vehículo referido en la citada acta.

Advirtiéndose que, el vehículo descrito en el acta impugnada, fue retirado y depositado en la pensión correspondiente, en aplicación a las sanciones establecidas en los artículos 109 fracción I y 132 de la Ley de Transporte Público del Estado, por disposición del artículo 32 de la ley en cita.

Siendo menester señalar que en el acta de retiro en análisis, se cita el oficio de asignación SCT/DGCT/536/20, mismo que no se puede analizar en este procedimiento al no haber sido aportado por la demandada en este juicio, por tanto se debe tener por ciertos los hechos que aduce la parte actora en cuanto a que el actor no justifico su competencia en el acto imugnado.

No pasa por desapercibido por esta Juzgadora que la demandas en su escrito de contestación de demanda acompaña como prueba un oficio de asignación con el que pretende justificar las facultades otorgadas al inspector demandado, oficio numero SCT/DGCT/696/20, signado por el Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado, que habilita como Inspector demandado, le instruye para llevar a cabo las funciones de vigilancia, inspección y aplicación de medidas de seguridad, a los vehículos operadores del servicio de Transporte en sus diversas modalidades; oficio del cual no se advierte que se le hubieran concedido facultades al Inspector habilitado, a efecto de que impusiera sanciones como lo realizó, al retirar el vehículo que transportaba el aquí actor, sin embargo dicha probanza no tiene relación con el acto reclamado en este juicio, documental visible en fojas 49 de este sumario.

Lo que constituye, una ausencia total de fundamentación y motivación de la competencia del Inspector habilitado en el oficio de referencia, para imponer la sanción que contiene el acto impugnado, consistente en el Acta que se estudia. Además de que, como se dijo, dicho oficio delegatorio de facultades, carece de las formalidades que exige el numeral 166 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Pues de los numerales que cita en el acto impugnado, el Inspector demandado, es omiso en fundar y motivar su competencia para imponer la sanción administrativa contenida en la misma, ya que ninguno de los artículos transcritos le otorga legitimación y facultades para ello; por lo que le asiste la razón a la parte actora, al señalar que el Inspector demandado, omitió acreditar que se encontraba facultado para retirar de circulación el vehículo referido al momento de que fue formulada el acta impugnada, a virtud de que no se citan los fundamentos de derecho que así lo demuestren, contraviniendo así la autoridad demandada lo establecido en los artículos 164 fracciones I y V, y 165 fracciones I y II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y precepto 16 de la Carta Magna, pues omite precisar las leyes aplicables que expresamente contengan las facultades para que la autoridad demandada fundamente la competencia para imponer la sanción contenida en su acto administrativo, lo cual es una obligación ineludible a fin de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos del justiciable, referentes a la legalidad, seguridad jurídica y debido proceso; como lo exigen los artículos 14 y 16 Constitucionales, concatenados con los arábigos 164 fracciones I y V, y 165 fracciones I y II, del citado Código Procesal Administrativo, toda vez que en el ámbito administrativo, la competencia resulta improrrogable. 

Resulta aplicable por analogía, la Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, localizable con los siguientes datos y rubro: Época: Novena Época, Registro: 175658, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Marzo de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: XV.4o.18 A, Página: 1961.
“COMPETENCIA. EN EL ÁMBITO DEL DERECHO ADMINISTRATIVO ES IMPRORROGABLE Y, POR TANTO, NO EXISTE SUMISIÓN TÁCITA DEL GOBERNADO. La competencia en materia administrativa puede definirse como el complejo de facultades, obligaciones y poderes atribuidos por el derecho positivo a un determinado órgano administrativo; así, las normas que establecen la competencia son de orden público, pues éstas se forman con miras al interés público, no al del órgano estatal, por lo que aquélla es irrenunciable e improrrogable, tanto por acuerdo entre las partes, como de ellas con la administración; esto inclusive para la competencia territorial, a diferencia de lo que ocurre en el derecho procesal. Luego, el hecho de que el gobernado -con el fin de evitarse conflictos con la administración pública- intente cumplir lo que le es requerido por un ente estatal sin controvertir su competencia, de ninguna manera legítima la actuación de una autoridad incompetente, ya que, se reitera, la competencia en el ámbito administrativo es improrrogable. Además, en caso de que se estimara prorrogable por sumisión tácita, se obligaría a los particulares a mostrarse insumisos a los mandamientos de las autoridades que estimaran incompetentes (o que no fundaran adecuadamente su competencia), con la posibilidad de que se aplique en su contra algún tipo de coacción que pudiera derivar en actos de molestia o privación; se suma a lo anterior, el hecho de que el fundamento de la competencia de las autoridades constituye un elemento esencial del acto de autoridad, cuyo cumplimiento puede ser impugnado por los particulares en el momento en que les produzca algún agravio jurídico, tan es así que el artículo 238 del Código Fiscal de la Federación vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, impone al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que analice de oficio si la autoridad administrativa carece o no de competencia legal para emitir el acto impugnado o alguno de los que le sirven de antecedente o apoyo; por lo que en el caso de que se aceptara la sumisión tácita del particular a la competencia de la autoridad, se llegaría al absurdo de convalidar actos viciados en su origen por provenir de autoridades incompetentes. …”

Aunado a lo anterior, se obtiene de las disposiciones en que el  Inspector Habilitado se basó y transcribe, en el acta de referencia, para dictar la medida de seguridad correspondiente al retiro del vehículo propiedad del actor, al momento de realizar la diligencia en cuestión, como lo son los numerales 30, 32, 109, 132 y 126 de la Ley de Transporte Público del Estado; que dichos numerales se encuentran reformados, cuyo texto ya no es congruente en la actualidad con el formato de acta que se cuestiona.

Cabe aclarar, que las autoridades demandadas en su escrito de contestación de demanda, señalan que corresponde a esa Dependencia (Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado), la facultad para realizar operativos continuos y aleatorios de vigilancia sobre la prestación del servicio de transporte en todas sus modalidades, que las acciones de vigilancia, entre las cuales, se encuentran las de inspeccionar y sancionar a los transgresores del artículo 30 de la Ley de Transporte Público del Estado, es decir, a los propietarios y conductores de vehículos particulares que se encuentren prestando servicios a terceros a título oneroso, sin contar con una concesión o permiso expedido para tal efecto por el Ejecutivo del Estado, quienes serán acreedores a las sanciones correspondientes, de donde se advierte que, la autoridad demandada reconoce que no corresponde al Inspector Habilitado, la facultad de aplicar sanciones a los transgresores del artículo 30 de la Ley de Transporte Público del Estado, pues como se vio acorde con el artículo 12 fracción XXXVII del Reglamento Interior de esa dependencia, la imposición de sanciones es propia del Titular de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y del Titular de la Dirección General de Comunicaciones y Transportes.

No pasa inadvertido para esta Sala, que al respecto la autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda expone diversos  hechos y circunstancias con los que pretende mejorar o perfeccionar la fundamentación y motivación expuesta en el acta impugnada, al transcribir diversos numerales en los que dicen se encuentran las facultades del Director General de Comunicaciones y Transportes para imponer sanciones; sin que exista disposición expresa que autorice a mejorar la indicada fundamentación y motivación, porque dichas argumentaciones, debieron formar parte de la fundamentación y motivación que deben plasmarse en el documento que contiene el acto impugnado y no en otros, como en el caso se trata de la contestación de demanda; por lo que, conforme lo establecido en el artículo 244 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta, por lo que, al pretender fundar en éste la competencia omitida en el acta impugnada, dicha actuación no resulta válida al contenerse en documento distinto al acto controvertido.

Sirviendo de Apoyo la Jurisprudencia que enseguida se cita: Época: Séptima Época, Registro: 917740, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Apéndice 2000, Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 206, Página: 168 que dice: 
 “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto. …”

En esa tesitura, puede concluirse que el acto consistente en el Acta  impugnada con folio 00023, en la que se impone una medida de seguridad a la parte actora, carece de los elementos establecidos en las fracciones I y V del artículo 164 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con lo cual deja en estado de indefensión e incertidumbre al actor, e infringe lo ordenado en la primera parte del primer párrafo del artículo 16 Constitucional, ante la ausencia total de fundamentación y motivación de la competencia que corresponde a la autoridad que emite dicho acto; ubicándose así, en las causales de nulidad establecidas en el artículo 250 fracción I y penúltimo párrafo, del citado Código Procesal Administrativo.

Por lo que, esta Sala Unitaria determina, que es procedente decretar la ilegalidad e invalidez y por consecuencia la nulidad del Acta de Inspección de vehículo de transporte de pasajeros sin autorización del poder ejecutivo del estado para la prestación del servicio con número de folio 00023 de fecha 22 de noviembre de 2020, emitida por  el inspector demandado, en la que impone una sanción a la parte actora consistente en el retiro del vehículo materia de esta Litis antes citado. Lo anterior, por haberse emitido por una autoridad que fue omisa en fundar y motivar su competencia, requisito esencial que debe constar en todo acto o resolución administrativa, lo cual deja en estado de indefensión e incertidumbre a la accionante, al verse afectado de la legalidad que todo acto administrativo debe contener, conforme a los artículos 14 y 16 Constitucionales, en relación con los artículos 164 y 165 del citado Código Procesal Administrativo.
Sirve de apoyo la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, Registro: 188431, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XIV, Noviembre de 2001, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 52/2001, que dice lo siguiente: 

 “COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO. Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos….”

Es menester señalar, que siendo que el Acta impugnada, fue emitida de forma ilegal de acuerdo a los razonamientos antes vertidos; todos los actos derivados de esta, o que se apoyen en ella, o que en alguna forma estén condicionados por ella, también son ilegales por su origen, ya que son accesorias de la principal, por lo cual es procedente declarar también su ilegalidad y nulidad total; por lo que en tal virtud, los demás actos derivados de ese procedimiento, resultan ilegales y viciados desde su origen; por el ilegal acto que los generó, el cual depende de su legalidad para que los subsecuentes actos sean legalmente válidos en contenido y ejecución. 
Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Séptima Época, Registro: 252,103, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo: 121-126 Sexta Parte, que a la letra dice:
“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.…”

Resultando innecesario el estudio de los restantes argumentos contenidos en el único concepto de impugnación, en acatamiento a la Tesis de Jurisprudencia, Época: Novena Época, Registro: 172578, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Materia(s): Común, Tesis: IV.2o.C. J/9, Página: 1743, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO. Si el tribunal responsable, para sustentar el sentido de la resolución reclamada, expresó diversas consideraciones, las cuales resultan autónomas o independientes entre sí y suficientes cada una de ellas para regir su sentido, la ineficacia de los conceptos de violación tocantes a evidenciar la ilegalidad de alguna de tales consideraciones, hace innecesario el estudio de los restantes, pues su examen en nada variaría el sentido de la resolución reclamada, ya que basta que quede firme alguna para que dicha consideración sustente por sí sola el sentido del fallo.”. 

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar y decreta, la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados, consistente en: El Acta de Retiro de Vehículo No de folio 00023 Concesionario/ NO Permisionario de Fecha 28 de Septiembre del año dos mil veinte, emitida por el inspector de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, así como los actos que se generaron como consecuencia de este; decretándose por consecuencia, la NULIDAD  de los mismos, para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia, efectos a los cuales deberá estar y pasar el Tercero Interesado llamado al presente juicio, la persona moral “**********
En ese sentido, con fundamento en lo establecido por los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; se ordena a las autoridades demandadas, hacer la devolución del vehículo que le fue retenido a la parte actora en el Acta de fecha 00023; sin que se tenga que generar pago alguno a “**********por los conceptos que deriven del depósito de guardia y custodia en dicha pensión, así como por concepto de multa por el vehículo materia de esta controversia; debiendo informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y, acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.
Con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígaseles a las autoridades demandadas que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia definitiva, esta Sala Unitaria les prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, le requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que procedan.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados y, por consecuencia, la NULIDAD de los mismos, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, la  Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, a quien le toco conocer del presente expediente, por reasignación en su conocimiento, lo anterior con fundamento en los artículos 19, fracción IX y 42 último párrafo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 4° de su Reglamento Interior y en términos del Acuerdo General del Pleno de este Tribunal, de fecha veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, quien actúa con Secretario de Acuerdos Licenciado Ismael Méndez Hernández,  que autoriza y da fe.-RIBRICAS.-
	Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro
Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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